PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Artículo 1°.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que informe, a través de los organismos correspondientes, en un plazo no mayor a 30 (treinta) días de recibida la presente, sobre los siguientes puntos referidos a la situación de las 200 pacientes del Hospital Moyano que fueran trasladadas a distintas clínicas privadas en el año 2005:
1. Especifique la cantidad total de pacientes del Hospital Moyano, trasladadas a clínicas privadas desde el año 2005.

2. De cuenta de la ubicación de dichas pacientes, especificando en que clínica se encuentra cada una de ellas.
3. Establezca la cantidad de decesos y las causas de los mismos.

4. Especifique la cantidad de pacientes que fueran dadas de alta desde la fecha del traslado hasta la actualidad, y cuál fue la institución que otorgó el alta.
5. Especifique si se han efectuado las auditorías a las clínicas prestatarias, según lo establece la Cláusula Octava del Convenio celebrado entre el Ministerio de Salud y la Cámara Argentina de Clínicas y Establecimientos Psiquiátricos (C.A.C.E.P.), el cual acuerda dicha competencia al Ministerio de Salud en aras de realizar un seguimiento de las pacientes trasladadas. En ese caso, informe cuál es la situación clínica actual de las mencionadas pacientes. Para el caso que no haya realizado dicho seguimiento, se solicita establezca los motivos.
6. Especifique cuántas de estas pacientes retornaron al Hospital Moyano y establezca,  entre las que aún se encuentran en los lugares de traslado,  si existe un plazo estimado de retorno de estas pacientes al Hospital.
7. Especifique los casos en que el Ministerio de Salud intervino tomando medidas respecto de las clínicas prestadoras que no cumplen los términos estipulados en las cláusulas del Convenio suscripto entre dicho Ministerio y la Cámara Argentina de Clínicas y Establecimientos Psiquiátricos (CACEP), según lo consignado por la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires,  en el Proyecto Nº 3.03.03 de julio de 2008. En caso afirmativo, consigne cuáles fueron esas medidas. 
Art.  °.- Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente: 
El presente Proyecto de Resolución surge ante la preocupación de esta Legislatura por la situación de 200 pacientes del Hospital Moyano, quienes fueron derivadas a clínicas privadas en el año 2005; luego de celebrarse un Convenio entre el Ministerio de Salud y la Cámara Argentina de Clínicas y Establecimientos Psiquiátricos (C.A.C.E.P.). 

En este orden de ideas, el 30 de noviembre de 2006 por decreto Nº 2019 se ratificó el referido Convenio de colaboración entre la Cámara Argentina de Clínicas y Establecimientos Psiquiátricos (C.A.C.E.P.) y el Ministerio de Salud, que fuera suscripto por ambos organismos el 9 de noviembre de 2005. Dicho Convenio tenía por objeto efectuar el traslado de aquellas pacientes alojadas en los pabellones del Hospital de Salud Mental "Dr. Braulio A. Moyano" que se encontraban clausurados por orden judicial, y que no podían ser reubicadas interhospitalariamente.
La cláusula quinta del convenio dice: "Dentro de los primeros diez (10) días hábiles de cada mes "CACEP" remitirá en forma fehaciente al Ministerio la nómina de los pacientes internados, mediante documentación impresa y en soporte magnético y/o soporte digital, con las especificaciones técnicas que al respecto indiquen las áreas competentes de la misma".

En la cláusula sexta se especifica que CACEP debe contar con un centro de atención telefónica permanente que concentre la información y coordine la ubicación de los pacientes en las distintas instituciones de la red prestacional.
La cláusula décimoprimera estipula que cada establecimiento integrante de la red prestacional en particular, juntamente con CACEP serán considerados frente al Ministerio co-obligados y solidarios a los efectos derivados del Convenio de Colaboración, asumiendo la total responsabilidad de las prácticas médicas a que se comprometen, tanto desde el punto de vista legal como profesional.

La cláusula decimoquinta suscribe que el Convenio tendrá vigencia por el término de 180 días corridos, pudiendo ser renovado en forma automática por iguales períodos si ninguna de las partes denuncia en forma fehaciente su voluntad en contrario, la que debe ser comunicada a la contraparte con una antelación mínima de cuarenta y cinco (45) días, en tanto persistan las razones de emergencia.
Por su parte, la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires en el informe del mes de julio de 2008, s/ Proyecto Nº 3.07.07 informa:

"Es importante resaltar que la situación edilicia del nosocomio motivó que, desde el año 2005, un total de 200 pacientes fueran trasladadas a clínicas privadas hasta que las obras de remodelación permitan reingresarlas. En el marco de esta nueva modalidad, se destacan las siguientes observaciones:
- No brindan las prestaciones adecuadas al tipo de pacientes recibidas el 66% de las Clínicas auditadas.

- Fueron insuficientes, deficientes o inexistentes las actividades de Rehabilitación y Resocialización de las pacientes en un 66% de las clínicas auditadas.

- No cumple con el nivel prestacional mínimo la Clínica que al momento de la auditoría tenía la mayor cantidad de pacientes.
La situación reseñada merece un análisis a luz de los estándares internacionales aplicables a la materia y, por los cuales, se encuentra obligado el Estado argentino y sus jurisdicciones, en este caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya competencia y jurisdicción fue aceptada por la Argentina, ha establecido respecto de las obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que los mismos constituyen la base para la determinación de responsabilidad internacional de un Estado; “el artículo 1.1 de la Convención pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales de respetar y de garantizar los derechos, de tal modo que todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del derecho internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención. A su vez, el deber general del artículo 2 de la Convención Americana implica la adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención, y por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías” (Cfr. Caso Gómez Palomino, supra nota 21, párr. 91; Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párr. 109; y Caso Lori Berenson Mejía. Sentencia 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 219.).
El mismo Tribunal ha establecido, también, que “la responsabilidad estatal también puede generarse por actos de particulares en principio no atribuibles al Estado. Las obligaciones erga omnes que tienen los Estados de respetar y garantizar las normas de protección, y de asegurar la efectividad de los derechos, proyectan sus efectos más allá de la relación entre sus agentes y las personas sometidas a su jurisdicción, pues se manifiestan en la obligación positiva del Estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los derechos humanos en las relaciones inter-individuales (Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 113; Caso de la Masacre de Mapiripán,supra nota 21, párr. 111; y Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 140).

En relación con personas que se encuentran recibiendo atención médica, y dado que la salud es un bien público cuya protección está a cargo de los Estados, éstos tienen la obligación, según la Corte, “de prevenir que terceros interfieran indebidamente en el goce de los derechos a la vida y a la integridad personal, particularmente vulnerables cuando una persona se encuentra bajo tratamiento de salud. La Corte considera que los Estados tienen el deber de regular y fiscalizar toda la asistencia de salud prestada a las personas bajo su jurisdicción, como deber especial de protección a la vida y a la integridad personal, independientemente de si la entidad que presta tales servicios es de carácter público o privado. (…) La falta del deber de regular y fiscalizar genera responsabilidad internacional en razón de que los Estados son responsables tanto por los actos de las entidades públicas como privadas que prestan atención de salud, ya que bajo la Convención Americana los supuestos de responsabilidad internacional comprenden los actos de las entidades privadas que estén actuando con capacidad estatal, así como actos de terceros, cuando el Estado falta a su deber de regularlos y fiscalizarlos. La obligación de los Estados de regular no se agota, por lo tanto, en los hospitales que prestan servicios públicos, sino que abarca toda y cualquier institución de salud” (Caso Ximenes Lopes v. Brasil). (El resaltado nos pertenece).
Asimismo, en caso de las personas con enfermedades mentales, la Corte Interamericana considera que toda persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad es titular de una protección especial, en razón de los deberes especiales cuyo cumplimiento por parte del Estado es necesario para satisfacer las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos humanos. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre (Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 81; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, supra nota 4, párr. 154; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 111), como la discapacidad.

Las personas con discapacidad a menudo son objeto de discriminación a raíz de su condición, por lo que los Estados deben adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para que toda discriminación asociada con las discapacidades mentales sea eliminada, y para propiciar la plena integración de esas personas en la sociedad (Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad, supra nota 35, Preámbulo y Artículo III.1). 

Con relación a la salvaguarda de la vida y la integridad personal, es necesario considerar que las personas con discapacidad que viven o son sometidas a tratamientos en instituciones psiquiátricas, son particularmente vulnerables a la tortura u otras formas de trato cruel, inhumano o degradante. La vulnerabilidad intrínseca de las personas con discapacidades mentales es agravada por el alto grado de intimidad que caracteriza los tratamientos de las enfermedades psiquiátricas, que torna a esas personas más susceptibles a tratos abusivos cuando son sometidos a internación.

En este sentido, la Corte estableció en el Caso Ximenes Lopes (Corte IDH “Caso Ximenes Lopes vs. Brasil”. Sentencia del 4 de julio de 2006) que: “en los entornos institucionales, ya sea en hospitales públicos o privados, el personal médico encargado del cuidado de los pacientes, ejerce un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran sujetas a su custodia. Este desequilibrio intrínseco de poder entre una persona internada y las personas que tienen la autoridad, se multiplica muchas veces en las instituciones psiquiátricas. La tortura y otras formas de trato cruel, inhumano o degradante, cuando infligidas a esas personas afectan su integridad psíquica, física y moral, suponen una afrenta para su dignidad y restringen gravemente su autonomía, lo cual podría tener como consecuencia agravar la enfermedad”. Es por ello que “todas las anteriores circunstancias exigen que se ejerza una estricta vigilancia sobre dichos establecimientos. Los Estados tienen el deber de supervisar y garantizar que en toda institución psiquiátrica, pública o privada, sea preservado el derecho de los pacientes de recibir un tratamiento digno, humano y profesional, y de ser protegidos contra la explotación, el abuso y la degradación”. (El resaltado nos pertenece).
Atendiendo a esto, resulta de vital importancia recabar toda la información posible y disponible respecto al cumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores privados, emanada del Convenio mencionado; como también, saber si el Ministerio de Salud ha procedido a dar cumplimiento a sus facultades de fiscalización del mismo, las cuales se constituyen en una obligación fundamental atendiendo a la naturaleza de los derechos en juego.

Por lo expuesto, y en atención a los fundamentos de hecho y de derechos expuestos precedentemente, es que solicito la aprobación del presente proyecto.
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